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Poder Judicial de la Nación

TRIBUNAL ORAL FEDERAL DE PARANÁ

RESOLUCION N° 115/25
////raná, 13  de agosto de 2025.
VISTO:

El expediente FPA , caratulado 4699/2024/TO1 “BARNADA, ALBERTO
NELSON S/ TENEN. ARMA GUERRA (ART. 189 BIS-4º PAR) *MOD. LEY
25886”, y
CONSIDERANDO:

I.- Que a fs. 258/260 se presentan los Dres. Ladislao Uzín Olleros y
Franco Azziani Cánepa, solicitando la suspensión del juicio a prueba en favor de
su defendido .Alberto Nelson BARNADA

Destacan que, según requisitoria fiscal de elevación a juicio el hecho
imputado al nombrado ha sido encuadrado en el delito de tenencia simple de
materiales explosivos sin la debida autorización o sin poder justificar su uso
doméstico o industrial, en relación a los 500 kg de GELAMÓN (art. 189 bis,
apartado 1, 3er párrafo del Código Penal).

Esgrimen que la calificación legal por la cual fue procesado no es la figura
calificada, que de ser el caso, convertiría en razonable la persecución y represión
de la conducta en aras de una política criminal sensata. Que ello ha sido tenido
en cuenta por el legislador al momento de establecer la pena y la convierte
-llegado el caso- en un delito excarcelable, con una sanción de ejecutoriedad
condicional. Señalan en este sentido, la negativa del MPF de llegar a un acuerdo
relativo a una salida de justicia alternativa que repare el posible daño al bien
jurídico protegido aquí investigado, en tanto argumentan que las instrucciones de
política criminal le indican ir a debate y solicitar pena de prisión efectiva.

Advierten que se encuentran dados en el presente caso los presupuestos
exigidos por el art. 76 bis del Código Penal, conforme el monto de la pena
previsto y que su asistido carece de antecedentes penales. Con base en ello,
ofrecen como regla de conducta la entrega anual de 40 pañales a algún
nosocomio público u ONG de la localidad de su asistido y que, el tiempo de
duración, sea por un plazo de tres (3) años. En relación a la reparación
económica, estiman la suma de pesos cinco millones ($ 5.000.000) a fin de ser
destinados a una institución de bien común. Dicho monto duplica el valor de la
mercadería secuestrada, representando un esfuerzo considerable para
BARNADA.
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Finalmente, hacen reserva recursiva y de caso federal, al considerar que
se encuentran en juego normas constitucionales y convencionales, de rango
supremo en nuestro ordenamiento jurídico, que de rechazarse la petición
presente, configura lo que en doctrina se ha dado en llamar Caso Federal
suficiente, que habilitaría el remedio extraordinario previsto en la Ley 48, art. 14
inc. 3°. Solicitan en consecuencia expresa Reserva del Caso Federal. Asimismo,
hacen reserva expresa de concurrir ante la CIDH.

II.- Corrida la vista pertinente, el Sr. Fiscal General, Dr. José Ignacio
Candioti y la Fiscal Coadyuvante, Dra. Valeria Esponda, se expiden a fs.
262/267. Adelantan que el planteo formulado por la defensa no ha de tener
recepción favorable. En primer lugar, señalan que no obstante que el mínimo de
la pena aplicable al  -de conformidad a la interpretación ampliasub examine
consagrada por la Corte en el precedente “Acosta”- tornaría aplicable el instituto
solicitado, ello es una condición necesaria, más no suficiente para su
procedencia. Agregan que debe evaluarse en forma conglobante ciertas
cuestiones que tienen que ver con los hechos en sí considerados en cuanto a las
características y la entidad de la afectación al bien jurídico protegido, es decir
meritar las circunstancias propias de la causa, lo que a llevado a dicho Ministerio
a oponerse a la concesión del beneficio instado, por razones de política criminal.

En este sentido, expresan que nos encontramos ante una imputación que
versa sobre la posesión de media tonelada de explosivos de alto poder
detonante, acondicionados en trescientos dieciséis (316) cartuchos de Gelamón
VF 65%, en las cercanías de la localidad de Cerrito, con una elevada
potencialidad lesiva para poner en peligro la seguridad común, entendiendo en
este sentido, que el conflicto penal suscitado tiene entidad y gravedad suficiente
para ser resuelto en un juicio oral y público, a fin de determinar la culpa o
inocencia del procesado y continúan con un breve relato del requerimiento fiscal
de elevación a juicio (fs. 211/215).

Remarcan en cuanto a la negativa de otorgar el beneficio de “probation”
por parte del MPF, que la jurisprudencia es conteste en asignarle carácter
vinculante para el Tribunal, si ésta encuentra sustento en cuestiones de política
criminal, tal como en el presente caso. Como así lo ha sostenido la CFCP, Sala
2, autos “Capozucca, José Leonardo” de fecha 11/06/2015.
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Agregan que la doctrina y jurisprudencia son contestes en señalar que el
instituto en análisis resulta aplicable para supuestos de ilícitos de poca lesividad,
siendo que a criterio de la fiscalía, tal circunstancia no se daría en los hechos
aquí investigados.

Expresan que la doctrina ha explicado que la implementación del instituto
solicitado, responde a la intención de descongestionar el sistema de
administración de justicia de casos con delitos leves con el objeto de concentrar
recursos en la persecución de delitos más graves, instaurando un sistema que
tiende a la reinserción social del sujeto sometido a proceso y a evitar su
estigmatización.

Seguidamente ponderan que, no se puede dejar de valorar el hecho de
tratarse de un delito cuyo bien jurídicamente protegido es la seguridad pública
frente a actos que la pongan el peligro y que por las particularidades de la
imputación aquí formulada, es evidente el grave peligro ante la elevadísima
cantidad de explosivos transportados sin tener las medidas de seguridad y que
en el caso de haberse producido su detonación, el daño hubiese sido
considerable.

En este sentido, mencionan que ante la gravedad de estos hechos, el
Estado Argentino suscribió la “CONVENCIÓN INTERAMERICANA CONTRA LA
FABRICACIÓN Y EL TRÁFICO ILÍCITOS DE ARMAS DE FUEGO,
MUNICIONES, EXPLOSIVOS Y OTROS MATERIALES RELACIONADOS”,
introducida al derecho interno mediante Ley 25.449. En dicho instrumento
internacional, el Estado Argentino se comprometió a impedir, combatir y erradicar
la fabricación y el tráfico ilícitos de explosivos y otros materiales relacionados,
debido a los efectos nocivos de estas actividades, que ponen en riesgo el
bienestar de los pueblos, su desarrollo social y económico y su derecho a vivir en
paz.

Ponderan en este sentido, que no se puede ignorar tamaña cantidad de
explosivos, los que podrían causar enormes estragos para la seguridad común
de los habitantes de las jurisdicciones de las provincias de Córdoba, Santa Fe y
Entre Ríos, sumado al hecho de que el procesado atravesó el Túnel Subfluvial en
su camioneta, con los explosivos, sin ninguna autorización legal.
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Finalizan, al expresar que la gravedad de lo sucedido amerita el rechazo
del pedido de SJP, siendo necesaria la realización de un juicio oral y público,
donde se expongan las circunstancias de tiempo, modo y lugar acaecidas.

III.- Resulta necesario efectuar un breve repaso de las características que
debe tener la oposición fiscal al beneficio que aquí se trata. Así, se entiende que
se debe limitar a un juicio de conveniencia y oportunidad político criminal en el
caso concreto; no debe estar fundada en los requisitos legales establecidos,
debe ser fundada y estar sujeta al control de legalidad y razonabilidad que debe
realizar el órgano jurisdiccional.

En el presente caso, la apreciación fiscal no es una subjetivación
infundada sino que, por el contrario, se basa en circunstancias objetivas y
razonables.

En consecuencia, la política criminal esbozada por el Ministerio Público
Fiscal comprende la imperiosa necesidad de resguardar los intereses generales
de la sociedad, al tutelar la seguridad de la comunidad a través de los distintos
medios posibles, entre los que se encuentra el derecho penal y por ello, la
oposición fiscal aparece como razonable al entender que, solamente a través de
un debate oral y público podrá resolverse, en definitiva, una cuestión tan
trascendente.

Por último, cabe mencionar que, si bien la escala penal del delito imputado 
(art. 189 bis, ap. 1, párrafo 3 del C.P.) contempla una pena de 3 a 6 años de
prisión y la ausencia de antecedentes condenatorios del procesado permitiría, en
principio, la viabilidad de la aplicación del instituto previsto en el art. 76 bis del
C.P si contare con el consentimiento fiscal (cfme.art. 76 bis, párrafo 4°, CP) -lo
que  no ocurre en  prima facie el caso en esta etapa preliminar-, la decisión de su
rechazo no reviste el carácter de sentencia definitiva ni resulta equiparable a tal
en los términos del art. 457 del Código Procesal Penal de la Nación. En efecto,
se trata de una resolución que no genera un gravamen irreparable en tanto no
impide la posibilidad de peticionar nuevamente el beneficio si acaso, en la
oportunidad del art. 393, CPPN, el titular del MPF requiriere una condena a
prisión de cumplimiento condicional.

 Por ello,
SE RESUELVE:
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1.- NO HACER LUGAR al pedido de suspensión del juicio a prueba a favor
de Alberto Nelson BARNADA.

2.- TENER PRESENTE las reservas recursivas efectuadas por los Sres.
Defensores

3.- ESTÉSE a la celebración de la audiencia de debate fijada.
REGÍSTRESE, publíquese, notifíquese, continúen los autos según su

estado.
SR
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